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Señor Prefecto

Rafael Antonio Davila Eguez

GOBIERNO AUTONOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE LOJA
José Antonio Eguigurren y Bernardo Valdiviezo, Loja - Ecuador, correo electrónico:

info@prefecturaloja.gob.ec, prefectura@prefecturaloja.gob.ec 

 

 

De mi consideración: 

  

En atención a su oficio Nro. GPL-PP-2020-196-OF, de 06 de mayo de 2020, mediante el cual consulta a este

Servicio Nacional, lo siguiente: 

  

“(…) con la finalidad de no incurrir en posibles observaciones por parte del órgano rector de la contratación

pública, le solicito nos aclare si las contrataciones de obras de riego con sus respectivas fiscalizaciones,

pueden ser ejecutadas en la actualidad a través de los procedimientos de contratación correspondientes; o,

debemos abstenernos de publicarlos hasta que se supere el estado de excepción por calamidad pública

decretada por el señor Presidente de la República con Decreto Ejecutivo No. 1017 del 16 de marzo del 2020. 

(…)”, al respecto me permito señalar lo siguiente: 

  

I. ANTECEDENTES.- 
  

De acuerdo al principio constitucional de juridicidad prescrito en el artículo 226 de la Constitución de la

República del Ecuador y en el artículo 14 del Código Orgánico Administrativo, que establece que las

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, los servidores públicos y las personas que actúen en

virtud de una potestad estatal, ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la

Constitución, en instrumentos internacionales, en la ley, los principios y en la jurisprudencia aplicable, el

Servicio Nacional de Contratación Pública sólo actúa de conformidad con las atribuciones legalmente 

conferidas. 

  

El Servicio Nacional de Contratación Pública en su calidad de ente rector del Sistema Nacional de Contratación

Pública, tiene entre sus facultades expresamente determinadas en el artículo 10 de la Ley Orgánica del Sistema

Nacional de Contratación Pública y artículo 6 de su Reglamento General, el brindar asesoramiento a las
entidades contratantes y capacitar a los proveedores del Estado sobre la inteligencia o aplicación de las
normas que regulan los procedimientos del Sistema Nacional de Contratación Pública, entendiéndose

dentro de éste, las disposiciones y normativa conexa promulgada por la autoridad competente para el efectivo

cumplimiento de los objetivos del Sistema Nacional de Contratación Pública, especialmente aquellos destinados

a garantizar la calidad del gasto público y su ejecución, en concordancia con el Plan Nacional de Desarrollo, así

como garantizar la participación de proveedores confiables en los procedimientos de contratación pública. 

  

Por lo tanto la atribución reglada[1] del artículo 10 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación

Pública, se enmarca exclusivamente a la asesoría en la normativa de contratación pública a las entidades

contratantes determinadas en el artículo 1 de la Ley ibídem, la cual conforme a la doctrina debe ser aplicada en

su tenor literal, limitando su arbitrio o libertad, al no dejar margen de alguno para la apreciación subjetiva de

este Servicio sobre sus atribuciones y competencias facultadas; al tenor de lo prescrito en el artículo 233 de la

Constitución de la República del Ecuador. 

  

Dicha atribución no es discrecional del SERCOP, siendo aplicada única y exclusivamente en relación a la

inteligencia, aplicación, implementación y operación de instrumentos y herramientas del Portal Institucional del

Servicio Nacional de Contratación Pública, las normas que regulan los procedimientos de contratación pública;

por lo que, el asesoramiento posee un carácter orientativo general no vinculante tanto para proveedores como

para entidades contratantes, en cumplimiento de lo determinado en el artículo 10 número 17 de la Ley Orgánica

del Sistema Nacional de Contratación Pública; por lo que, cualquier solicitud o pedido de asesoría jurídica no
puede versar sobre una problemática o un caso particular que puede tener efectos jurídicos; no obstante, a

fin de garantizar la observancia del principio de coordinación entre las entidades públicas, y cumplir de las
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atribuciones previstas en el artículo 10 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, se

manifiesta lo siguiente: 

  

II. ANÁLISIS JURÍDICO.- 
  

En el marco del Decreto Ejecutivo Nro. 1017, publicado en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 163, de 17

de marzo de 2020, el Presidente de la República del Ecuador, declaró estado de excepción por calamidad

pública en todo el territorio nacional ante el brote del Coronavirus (COVID-19); y, el Acuerdo Ministerial Nro.

00126-2020, de 11 de marzo de 2020, emitido por la Ministra de Salud Pública, mediante el cual, se declaró el

estado de emergencia sanitaria a nivel nacional, con el objetivo de prevenir un contagio masivo de la población

provocado por el Coronavirus COVID-19, declarado como pandemia por la Organización Mundial de la Salud. 

  

La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 66, números 2 y 25 reconoce y garantiza a las

personas: “(…) 2. El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable,

vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura física, vestido, seguridad

social y otros servicios sociales necesarios (…) 25. El derecho a acceder a bienes y servicios públicos y

privados de calidad, con eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz

sobre su contenido y características (…)”. 

  

En este contexto, las entidades contratantes utilizan los distintos procedimientos de contratación pública, sea en

régimen común o de emergencia, para prestar servicios públicos y garantizar los derechos constitucionales de

las personas; materializando de esta manera el cumplimiento de los principios y objetivos del Sistema Nacional

de Contratación Pública, con el objetivo de garantizar el acceso a bienes, obras y servicios requeridos por la 

población. 

  

Concomitantemente, el número 7 del artículo 83 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: 

“los ciudadanos tienen el deber y la responsabilidad de anteponer el interés general sobre el particular”,

concordante con lo señalado en el Libro “Buen Vivir”[2], en el cual se define al “buen vivir”, expresando: “El

goce efectivo de los derechos de las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, y el ejercicio de sus

responsabilidades, en un marco de convivencia ciudadana –que comprende la interculturalidad, el respeto de

las diversidades y el respeto de la dignidad de las personas y colectividades– y convivencia armónica con la

naturaleza, que promueve la democracia y el bien común y antepone el interés general sobre el interés 

particular” (Lo subrayado y en negritas me pertenece). 

  

En definitiva, al ser obligación de las entidades del sector público garantizar la provisión de bienes y servicios

públicos, orientados a la plena satisfacción del buen vivir y de todos los derechos constitucionales, la

Administración Pública se rige por los principios de calidad, eficiencia, eficacia, trasparencia, obligatoriedad,

accesibilidad, oportunidad, regularidad, entre otros, en virtud de lo prescrito en el artículo 227 de la Norma 

Suprema. 

  

El artículo 288 de la Carta Magna, es determinante al manifestar que las compras públicas deben cumplir con

los criterios de eficiencia, transparencia, calidad, responsabilidad ambiental y social, priorizando los productos y

servicios nacionales, en particular los que provienen de la economía popular y solidaria, y de las micro,

pequeñas y medianas unidades productiva; en correlación, la Ley Orgánica del Sistema Nacional de

Contratación Pública en su artículo 4 establece que los contratos regidos por la ley en mención, deben observar

los principios de legalidad, trato justo, igualdad, calidad, vigencia tecnológica, oportunidad, concurrencia,

transparencia, publicidad; y, participación nacional. 

  

Resulta importante recordar que el aludido Decreto Ejecutivo Nro. 1017, en el número 1 del artículo 5 y la letra

b) del artículo 6 se encuentran exceptuados de la restricción de la libertad de tránsito las personas y servidores

que deban prestar un servicio público o un servicio privado de provisión de los servicios básicos, de salud,

seguridad, bomberos, aeropuertos, terminales aéreos, terrestres, marítimos, fluviales, bancarios, provisión de

víveres y otros servicios necesarios, en especial, los que ayuden a combatir la propagación del COVID-19, y que

durante el lapso de suspensión de la jornada presencial de trabajo se deberá garantizar la provisión de dichos
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bienes y servicios; tanto más, si la vigencia de un estado de excepción no implica que se extingan las

obligaciones y responsabilidades estatales durante el mismo. 

  

De igual manera, la Corte Constitucional del Ecuador, a través del Dictamen Nro. 1-20-EE/20, de 19 de marzo

de 2020, determinó que: “estas excepciones reflejan el deber del Estado de garantizar el libre tránsito de

quienes laboran en áreas esenciales para el combate de esta calamidad y de quienes necesiten abastecerse de

bienes materiales necesarios para su salud y subsistencia” (Lo subrayado y en negritas me pertenece). 

  

En este orden de ideas, el Servicio Nacional de Contratación Pública -SERCOP-, como ente rector de la

contratación pública en el país, encargado de asegurar y exigir el cumplimiento de los objetivos prioritarios del

Sistema Nacional de Contratación Pública –SNCP-, y por tanto garantizar el cumplimiento de las disposiciones

establecidas en la Ley Orgánica de Sistema Nacional de Contratación Pública -LOSNCP- y su Reglamento

General, con la emisión de la Resolución Externa Nro. RE-SERCOP-2020-0104, publicada en el Registro

Oficial Suplemento 461, de 23 de marzo de 2020, y Resolución Externa Nro. RE-SERCOP-2020-0105, de 06 de

abril de 2020, así como también, las Circulares Nros. SERCOP-SERCOP-2020-0005-C de 12 de marzo de

2020, SERCOP-SERCOP-2020-0012-C de 16 de marzo de 2020, SERCOP-SERCOP-2020-0013-C de 17 de

marzo de 2020, SERCOP-SERCOP-2020-0014-C de 26 de marzo de 2020, SERCOP-SERCOP-2020-0015-C de

07 de abril de 2020, SERCOP-SERCOP-2020-0016-C de 09 de abril de 2020 y

SERCOP-SERCOP-2020-0017-C de 20 de abril del 2020; mediante las cuales, se expidieron directrices para los

responsables de compras públicas de las entidades contratantes, tanto para los procedimientos de régimen

común, como para las contrataciones por emergencia, que se pueden visualizar en el link: 

https://portal.compraspublicas.gob.ec/sercop/recomendaciones-y-disposiciones-por-la-emergencia-sanitaria/;
con la finalidad de que las actividades estatales no se detengan, considerando que el mismo Decreto Ejecutivo

citado establece mecanismos idóneos que permiten asegurar la provisión de los servicios necesarios, a través de 

salvoconductos. 

  

Con el oficio Circular Nro. SERCOP-SERCOP-2020-0012-C, de 16 de marzo de 2020, el SERCOP informó

que, todas las entidades contratantes determinadas en el artículo 1 de la LOSNCP, priorizarán las 
adquisiciones para garantizar el normal funcionamiento de los servicios públicos. Para el caso de los

procedimientos que no son prioritarios, se recomienda la cancelación o declaratoria de desierto de acuerdo al

estado del procedimiento; y, en el caso de existir contratos que se encuentren en la etapa de ejecución

contractual, el administrador deberá cumplir a cabalidad las funciones establecidas en los respectivos contratos,

conforme lo prescriben los artículos 70 y 80 de la LOSNCP y artículo 121 de su Reglamento General, esto es,

velar por el cabal y oportuno cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones derivadas del instrumento

contractual; así como, el adoptar todas las acciones que sean necesarias para evitar retrasos injustificados en el

cumplimiento del contrato, suspender o terminar el contrato, y las demás que hubieren lugar, siendo

imprescindible la necesidad de control en la etapa de ejecución, en razón de los intereses públicos que 

conllevan. 

 

III. CONCLUSIÓN.- 
  

Es responsabilidad de la entidad  contratante de conformidad con lo dispuesto en el artículo 99 de la LOSNCP,

determinar la priorización de las adquisiciones que garanticen el normal funcionamiento de los servicios

públicos. Para el caso de los procedimientos que no son prioritarios, este Servicio  recomendó la cancelación o

declaratoria de desierto de acuerdo al estado del procedimiento, así también, ostenta la facultad de suspender la

ejecución del contrato observando uno de los principios de la Administración Pública (artículo 76, número 7

letra l) de la Constitución de la República del Ecuador) a través del cual, se establece que todas las actuaciones

deben estar debidamente motivadas, garantizando de esta forma que todos los actos ejecutados por la entidad

contratante se apeguen conforme a derecho y sean notificadas al proveedor. 

 

Este pronunciamiento no se puede considerar como un análisis del caso expuesto, ni como una definición de las

acciones que deba emprender su representada con relación a la problemática expuesta, ya que únicamente se

relaciona a la inteligencia y aplicación de las normas que regulan los procedimientos de contratación pública y

que tienen el carácter orientativo más no vinculante determinado en el artículo 10 número 17 de la Ley Orgánica
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del Sistema Nacional de Contratación Pública. 

 

Quien suscribe lo hace debidamente autorizado por la Directora General del Servicio Nacional de Contratación

Pública, al amparo de lo previsto en el artículo 2 de la Resolución Interna No. RI.-SERCOP-2019-000003, de 21

de enero de 2019, que se encuentra publicada en el Portal Institucional del Servicio Nacional de Contratación 

Pública. 

  

Particular que comunico para los fines pertinentes. 

 

[1] “Las facultades de un órgano administrativo están regladas cuando la norma jurídica predetermina

concretamente la conducta que la Administración debe seguir. Es decir, que la actividad administrativa es

reglada cuando se determinan su contenido y forma. (…) La norma jurídica especifica la conducta

administrativa y limita su arbitrio o libertad; no deja margen alguno para la apreciación subjetiva del agente

sobre la circunstancia del acto”, Roberto Dromi. Tratado de Derecho Administrativo. (Buenos Aires, Ediciones

Ciudad de Argentina, 1998), pág. 438.

[2]  “Buen Vivir”, p. 25, en Ecuador en
cifras,http://www.ecuadorencifras.gob.ec/documentos/web-inec/Sitios/LIBRO%20buen%20vivir/files/assets/basic-html/page25.html

Fecha de consulta: 11 de mayo de 2020.

 

Atentamente, 

 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Stalin Santiago Andino González

COORDINADOR GENERAL DE ASESORÍA JURÍDICA  

Referencias: 
- SERCOP-DGDA-2020-3653-EXT 

Copia: 
Señor Abogado

Javier Dario Guaman Pinchao

Analista de Normativa 2
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